	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ


En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue la ciudadana ISABEL BRAVO DE BRACHO, representada judicialmente por los abogados José Luis Herrera, Romenthson Álvarez y Héctor Viamonte, contra el fondo de comercio UNIDAD EDUCATIVA “LA LLOVIZNA”, representado judicialmente por los abogados Marcos R. Cabello Bello y Daniel Gil Parra, el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, conociendo por apelación de la parte demandada, por acta de audiencia celebrada el 10 de agosto de 2004, declaró sin lugar la apelación y ratificó la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda en sujeción a la consecuencia jurídica prevista en el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Contra la decisión del ad-quem, ejerció la parte demandada el recurso extraordinario de control de la legalidad, siendo admitido el mismo por la Sala en fecha 13 de diciembre de 2004. No hubo contestación al recurso.

En fecha 17 de enero del año en curso, tomaron posesión de sus cargos los Magistrados designados para la Sala de Casación Social por la Asamblea Nacional, según Gaceta Oficial del 14 de diciembre de 2004, doctores LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, en virtud de lo cual esta Sala queda conformada por cinco Magistrados a partir de la fecha arriba indicada. 

Concluida la sustanciación del recurso, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 14 de abril de 2005.

Celebrada la audiencia en el día y a la hora indicada, profirió esta Sala su sentencia de manera inmediata, la cual pasa a reproducir bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo y en los términos siguientes:

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

Alega el recurrente, que la sentencia impugnada violó normas de orden público al contravenir lo estipulado en el artículo 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en concordancia con el artículo 243 ordinales 4° y 6° del Código de Procedimiento Civil, por cuanto el Juzgador Superior omitió esbozar los motivos de hecho y de derecho en que fundamenta su decisión, así como la determinación del objeto sobre el cual recae la decisión, limitándose a ratificar en todas y cada de una de sus partes el fallo apelado. En tal virtud, se solicita la declaratoria de nulidad de la sentencia recurrida con fundamento en el artículo 160, ordinales 1° y 3° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en concordancia con el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil.

De otra parte, indica el proponente del recurso que tanto la sentencia de primera instancia como la recurrida se abstuvieron en decidir conforme a lo alegado y probado en autos, toda vez que la parte actora reconoció en forma expresa en el libelo de la demanda que recibió diversos anticipos por concepto de antigüedad, utilidades y bono vacacional, cuyas pruebas documentales cursan en el expediente, y dichos montos no se dedujeron del total condenado a pagar, contraviniéndose así la obligación de los jueces de analizar y valorar todas y cada una de las pruebas que sean aportadas en juicio para determinar la legalidad de la pretensión, aun para el caso en que se declare contumaz al demandado por no haber comparecido a la prolongación de la audiencia preliminar, señalando como infringidas las sentencias N° 115 y 117, fechadas 17 de febrero de 2004.

Para decidir, la Sala observa:

En el caso en concreto, advierte la Sala del fallo impugnado que el sentenciador de Alzada se limitó a resolver en forma vaga e imprecisa lo referente a la incomparecencia de la parte demandada a la prolongación de la audiencia preliminar, pues no señala si la incomparecencia se debió a una causa extraña no imputable, como el caso fortuito, fuerza mayor, o eventualidades del quehacer humano que siendo previsibles e incluso evitables, impongan cargas complejas o irregulares al deudor para cumplir con la obligación adquirida (Sentencia N° 115 del 17 de febrero de 2004, caso Publicidad Vepaco), y declaró conteste con el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sin lugar el recurso de apelación, y ratificó en todas y cada una de sus partes la sentencia proferida por el tribunal de la primera instancia.

Igualmente, el Juez de Alzada al resolver la controversia planteada, no establece los hechos que quedaron admitidos en virtud de la incomparecencia de la parte demandada a la prolongación de la audiencia preliminar, tales como, la fecha de inicio y terminación de la relación de trabajo, el tiempo de la prestación del servicio, el salario devengado, la forma de terminación del contrato y, adicionalmente, guarda silencio con relación a los anticipos de pago reconocidos por la actora en el libelo de la demanda y demostrados con las pruebas documentales promovidas por ambas partes al proceso. Por ende, ha debido adelantar el Juez del Tribunal Superior, aprovechándose de las pruebas que fueran presentadas en la audiencia preliminar, el análisis con relación a si la pretensión resultaba contraria a derecho, ello, conforme con el criterio establecido por esta Sala en las sentencias citadas.

En este sentido, se advierte que en el caso examinado la recurrida quebrantó la reiterada doctrina jurisprudencial de esta Sala de Casación Social sustentada en la Sentencia N° 115 del 17 de febrero de 2004, caso Publicidad Vepaco, y consecuencialmente, el alcance y contenido del artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se establece. 

En tal virtud, se declara procedente el recurso de control de la legalidad y la nulidad del fallo recurrido en conformidad con el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
DEL FONDO DE LA CONTROVERSIA

Constatada la violación en la cual incurrió el Juez Superior respecto a la aplicación de la doctrina jurisprudencial supra mencionada, corresponde a esta Sala pronunciarse sobre el fondo de la controversia, de conformidad con lo establecido en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en los siguientes términos:

Dispone el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo que ante la incomparecencia del demandado a la audiencia preliminar, se presumirá la admisión de los hechos alegados por el demandante, y el tribunal deberá sentenciar en forma oral conforme a dicha confesión en cuanto no sea contraria a derecho la pretensión, decisión que se reducirá a un acta y contra la cual el demandado podrá apelar dentro de los cinco (5) días hábiles a partir de su publicación.

Ejercido el recurso de apelación previa la admisión y tramitación correspondiente, el Tribunal Superior del Trabajo competente lo decidirá dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a partir del recibo del expediente.

Ahora bien, al particular la jurisprudencia de la Sala ha establecido que de haberse alegado motivos justificados y fundados para la incomparecencia del demandado a la audiencia preliminar, por caso fortuito o fuerza mayor, o eventualidades del quehacer humano que siendo previsibles e incluso evitables, impongan cargas complejas o irregulares al deudor para cumplir con la obligación adquirida (la comparecencia), el Juez Superior debe revocar la decisión dictada por el Tribunal de Sustanciación, Mediación y Ejecución, y en consecuencia declarar la nulidad y reposición de la causa al estado de celebrarse o continuarse con la audiencia preliminar. 

Si por el contrario el Juez de alzada considera que la demandada no logró demostrar los motivos aducidos para la incomparecencia, o que éstos no constituyen el fundamento del recurso de apelación, debe entonces entrar a decidir sobre la admisión de hechos declarada por el a quo, analizando para ello si la pretensión del actor se encuentra ajustada a derecho.

El Juez no debe aplicar mecánicamente las consecuencias jurídicas establecidas en la Ley, sino, determinar en cada caso concreto, si las pretensiones del actor no son contrarias a derecho, valiéndose de las pruebas promovidas y aportadas por las partes en la audiencia preliminar. 

En el caso bajo estudio, en la oportunidad fijada para escenificarse la audiencia por ante el Juzgado Superior, el demandado manifestó su inconformidad con la decisión del Juez de la causa, aduciendo que las partes habían acordado diferir la audiencia preliminar. Asimismo, alega que el Juez no decidió conforme a lo probado en autos, señalando que no se analizaron los recibos de pago consignados por ambas partes, demostrativos de pagos efectuados a la parte actora inherentes a compromisos y obligaciones propias de la relación de trabajo.

En criterio de la Sala, el diferimiento de la audiencia preliminar realizado de común acuerdo por las partes y previa aprobación del Juez, en conformidad con lo previsto en el artículo 132 de la Ley, no constituye per se un motivo justificado de incomparecencia de la demandada a la audiencia preliminar, pues cuando ambas partes acuerdan prolongar la audiencia en ese mismo acto, se fija el día y hora en que tendrá lugar, asumiendo cada parte la obligación de comparecer en la oportunidad indicada, toda vez que la inasistencia de alguna de las partes al mencionado acto, acarrearía las consecuencias previstas en la Ley, esto es el considerar desistido el procedimiento y terminado el proceso por incomparecencia del actor, y la admisión de los hechos por incomparecencia del demandado. 

En consecuencia, al no constatarse la existencia de un motivo justificado de incomparecencia de la demandada a la audiencia preliminar, la Sala pasa a decidir la presente causa en conformidad con lo previsto en el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, con base en las siguientes consideraciones:

En virtud de la incomparecencia de la demandada a la prolongación de la audiencia preliminar, se tienen como admitidos los siguientes hechos alegados en el libelo de demanda por la actora, a saber: que en fecha 1° de marzo de 1998 se celebró un contrato de trabajo por diez (10) meses a tiempo determinado, el cual se prorrogó en más de dos ocasiones, novando en un contrato de trabajo a tiempo indeterminado según lo previsto en el artículo 74 de la Ley Orgánica del Trabajo; que la fecha de terminación de la relación de trabajo se materializo el 15 de julio de 2002, oportunidad en la cual fue despedida injustificadamente la demandante; el cargo desempeñado de Maestra de Aula y los salarios básicos devengados correspondientes a: Bs. 4.000,00 diarios desde el 1° de marzo de 1998 al 1° de marzo de 1999; Bs. 4.800,00 diarios desde el 2° de marzo de 1999 al 30 de abril de 2002; y,  Bs. 5.324,00 diarios desde el 1º de mayo de 2002 al 15 de julio del mismo año, más un bono compensatorio por Bs. 14.000,00 mensuales causado a partir del 1° de octubre de 2001 y los beneficios reclamados por concepto de prestación de antigüedad, vacaciones, bono vacacional, utilidades e intereses sobre prestaciones sociales con independencia de su conformidad aritmética con los parámetros de Ley al particular.

De igual forma deben tenerse como ciertos los pagos recibidos por la parte actora con ocasión de la relación de trabajo, y que por lo demás se reproducen en el libelo de demanda, discriminados de la manera que sigue: Bs. 302.600,00 en fecha 30 de julio de 1999; Bs. 350.000,00 en fecha 30 de julio de 2000; Bs. 408.000,00 en fecha 30 de julio de 2001; Bs. 464.640,00, en fecha 15 de julio de 2002, por concepto de antigüedad, utilidades, vacaciones y bono vacacional, todo lo cual arroja un total de Bs. 1.525.240,00. De otra parte, dichos pagos también se desprenden de los recibos de pago, titulados planilla de liquidación, que cursan en autos en copias fotostáticas y aportados a juicio por ambas partes, la demandante con el libelo de la demanda y la demandada en la audiencia preliminar, los cuales aprecia la Sala otorgándoles pleno valor probatorio, en conformidad con lo previsto en el artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Adicionalmente la parte demandada consignó en copias simples, dos recibos de pago, titulados planilla de liquidación, por los conceptos y montos que se señalan a continuación: Bs.96.960,00, con ocasión al servicio de 3 meses, desde el 1° de marzo de 1998 al 31 de julio de 1998, por antigüedad, vacaciones, utilidades y bono vacacional; y Bs. 361.564,80 (16 de julio de 2000), por antigüedad, vacaciones y bono vacacional, los cuales aprecia esta Sala otorgándoles pleno valor probatorio, de conformidad con el referido artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Asimismo, se acreditó en autos copia simple de un contrato de trabajo, celebrado en fecha 18 de septiembre de 2001 (folio 60 del expediente), del cual se extrae la existencia de un bono compensatorio por Bs.14.000.00 mensuales a favor de la trabajadora accionante, causado a partir del 1° de octubre de 2001. Dicha instrumental se aprecia en todo su mérito probatorio de conformidad con el artículo 78 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Ahora bien, tomando en cuenta que resultó admitida, la fecha de ingreso, a saber, 1° de marzo de 1998; los salarios básicos devengados en los períodos comprendidos desde el año 1998 al 2002 ( Bs. 4.000,00, Bs.4.800,00 y Bs. 5.324,00), que la relación de trabajo terminó por despido injustificado el 15 de julio de 2002, y el tiempo de servicio de cuatro (4) años, cuatro (4) mes y catorce (14) días, esta Sala pasa a calcular los montos que corresponden a la actora, por los conceptos de prestación de antigüedad, indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de  preaviso, utilidades fraccionadas, vacaciones fraccionadas y bono vacacional fraccionado, todo de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo.

Así, para determinar el salario de base a los efectos de las prestaciones sociales, debe estimarse la alícuota respectiva de utilidades y bono vacacional y de esa manera integrarlos al referido salario de base, tomando en cuenta el salario básico devengando en cada período. (Artículos 133 y 146 de la Ley Orgánica del Trabajo).

El artículo 108 eiusdem establece que después del tercer mes ininterrumpido de servicio, el trabajador tendrá derecho a una prestación de antigüedad de cinco (5) días de salario por cada mes y, después del primer año de servicio, dos (2) días adicionales por cada año, acumulativos hasta 30 días de salario.

El tal sentido, se abordan las valoraciones de cálculo pertinentes al tenor siguiente: 
1) Antigüedad: Se demanda por este concepto un monto que asciende a la cantidad de Bs. 1.315.580,28.

Correspondencia con el derecho:

Periodo -1° de marzo de 1998 al 1° de marzo de 1999-

Salario básico diario: Bs. 4.000,00

Alícuota de Utilidades = 15 días x Bs.4.000,00 /360 días = Bs. 166,66 diarios

Alícuota de Bono Vacacional =  7 días x Bs.4000,00/360 días = Bs.77,77 diarios 

Salario de base = Bs. 4.244,43, discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs.4.000,00 diarios, alícuota de utilidades Bs.166,66 y alícuota de bono vacacional Bs. 77,77diarios.

Antigüedad causada = 45 días x Bs. 4.244,43 = Bs. 190.999,35

Periodo -2 de marzo de 1999 al 1° de marzo de 2000-

Salario básico diario: Bs. 4.800,00

Alícuota de Utilidades = 15 días x Bs.4.800,00 /360 días = Bs. 200,00

Alícuota de Bono Vacacional =  8 días x Bs.4.800,00/360 días = Bs.106,66

Salario de base: Bs. 5.106.66, discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs.4.800,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 200,00 y alícuota de bono vacacional Bs. 106,66 diarios. 

Antigüedad causada = 60 días + 2 días adicionales = 62 días x Bs. 5.106,66 = Bs. 316.612,92

Periodo -2 de marzo de 2000 al 1° de marzo de 2001-

Salario básico diario: Bs. 4.800,00

Alícuota de Utilidades = 15 días x Bs.4.800,00 /360 días = Bs. 200,00

Alícuota de Bono Vacacional = 9 días x Bs.4.800,00/360 días = Bs.120,00

Salario de base = Bs. 5.120,00, discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs.4.800,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 200,00 y alícuota de bono vacacional Bs. 120,00 diarios. 

Antigüedad causada = 62 días + 2 días adicionales = 64 días x Bs. 5.120,00 = Bs. 327.680,00

Periodo -2 de marzo de 2001 al 2 de septiembre de 2001-

Salario básico diario: Bs. 4.800,00

Alícuota de Utilidades = 7.5 días x Bs.4.800,00 /180 días = Bs. 200,00

Alícuota de Bono Vacacional = 5 días x Bs.4.800,00/180 días = Bs. 133,33

Salario de base  = Bs. 5.133,33 discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs. 4.800,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 200,00, alícuota de bono vacacional Bs. 133,33 diarios.

Antigüedad causada = 6 meses = 32 días x Bs. 5.133,33 = Bs. 164.266, 56.

Periodo – 3 de septiembre de 2001 al 3 de marzo de 2002- 

Salario básico diario = Bs. 4.800,00

Alícuota de Utilidades = 7.5 días x Bs. 4.800,00 /180 días = Bs. 200,00

Alícuota de Bono Vacacional = 5 días x Bs.4.800,00/180 días = Bs.133,33

Bono Compensatorio Contractual Bs. 14.000,00 mensuales x 6 meses /180 días = 466,66. 

Salario de base = Bs. 5.599,99, discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs. 4.800,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 200,00, alícuota de bono vacacional Bs. 133,33 diarios y alícuota de bono compensatorio Bs. 466,66

Antigüedad causada = 6 meses = 32 días + 2 días adicionales = 34 días x Bs. 5.599,99 = Bs. 190.399,66

Periodo -4 de marzo de 2002 al 4 de abril de 2002-

Salario básico diario: Bs. 4.800,00

Alícuota de Utilidades = 1.25 días x Bs.4.800,00/30 días = Bs. 200,00

Alícuota de Bono Vacacional =  0,92 días x Bs. 4.800,00/30 días = Bs.147,20

Bono Compensatorio Contractual Bs. 14.000,00 mensuales x 12 meses/360 = 466,66

Salario de base = Bs. 5.613,86 discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs. 4.800,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 200,00, alícuota de bono vacacional Bs. 147,20 diarios y alícuota de bono compensatorio Bs. 466,66.

Antigüedad causada = 5 días x Bs. 5.613,86 = 28.069,30

Periodo -5 de abril de 2002 al 15 de julio de 2002-

Salario básico diario = Bs. 5.324,00

Alícuota de Utilidades = 3.75 días x Bs.5.324,00/90 días = Bs. 221,83

Alícuota de Bono Vacacional = 2,76 días x Bs. 5.324,00/90 días = Bs.163,26

Bono Compensatorio Contractual Bs. 14.000,00 mensuales x 12 meses/360 = Bs.466,66

Salario de base = Bs. 6.175,75 discriminado de la siguiente manera: salario básico Bs.5. 324,00 diarios, alícuota de utilidades Bs. 221,83, alícuota de bono vacacional Bs. 163,26 diarios y alícuota de bono compensatorio Bs. 466,66

Antigüedad causada = 15 días x Bs. 6.175,75 = Bs. 92.636,25


Ahora, como quiera que la accionante no prestó al menos seis (6) meses de servicios durante el año de extinción de la relación de trabajo, le es inaplicable el literal c) del Parágrafo Primero del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Es así como el total causado por prestación de antigüedad asciende a: Bs. 1.310.664,04.

2) Preaviso: Artículo 104 de la Ley Orgánica del Trabajo:


El preaviso previsto en el artículo 104 de la Ley Orgánica del Trabajo corresponde únicamente a los trabajadores que no gozan de estabilidad, a saber: trabajadores que tengan menos de tres meses de servicio del patrono, trabajadores de dirección, y, los trabajadores temporeros, eventuales, ocasionales y domésticos, en conformidad con lo previsto en el artículo 112 eiusdem, que no es el caso de autos, motivo por el cual no puede otorgarse el preaviso demandado (Bs. 184.767,00), el cual por lo demás no se puede acumular con la indemnización sustitutiva de preaviso prevista en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, por tanto es improcedente su pago, como lo ha sostenido la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia N° 307 del 7 de mayo de 2003, expediente N° AA60-S-2002-000664, entre otros fallos. Así se establece.

3) Indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de preaviso: 


Se demanda indemnización por despido injustificado, estimada en Bs. 739.071,00, y por indemnización sustitutiva de preaviso la cantidad de Bs. 369.535,00.


El artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo establece en el numeral 2 una indemnización por despido injustificado de treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior de seis (6) meses, hasta un máximo de ciento cincuenta (150) días de salario.

Tomando en referencia que la causa de terminación de la relación de trabajo responde a un despido injustificado y el tiempo de servicio se ubica en 4 años, le corresponde por tanto a la parte actora la cantidad de 120 días de salario a razón de Bs. 6.175,75 diarios (salario devengado en el mes inmediatamente anterior al término de la relación, Artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo) para un total de Bs. 741.090,00. 


Adicionalmente el artículo 125 eiusdem en su literal d)  establece que el trabajador recibirá una indemnización sustitutiva de preaviso previsto en el artículo 104 de la Ley Orgánica del Trabajo, equivalente a sesenta (60) días de salario cuando fuere igual o superior a dos (2) años y no mayor de diez (10) años, correspondiéndole a la actora la cantidad de 60 días de salario a razón de Bs. 6.175,75 diarios (salario devengado en el mes inmediatamente anterior al término de la relación, Artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo) para un total de Bs. 370.545,00. 

4) Utilidades Fraccionadas.


De conformidad con el artículo 174 de la Ley Orgánica del Trabajo, los trabajadores tienen derecho a una participación en las utilidades líquidas de la empresa, la cual no puede ser inferior al equivalente a quince (15) días de salario ni mayor al equivalente de cuatro (4) meses. Cuando el trabajador no hubiere laborado todo el año, tendrá derecho a la parte proporcional de los meses completos de servicios prestados.

-2 de marzo de 2002 al 15 de julio de 2002

Último Salario básico diario = Bs. 5.324,00 + Bs. 466,66 (Alícuota de Bono Compensatorio Contractual) = Bs. 5.790,66

Utilidades Fraccionadas 5 días x Bs.5.790 = Bs. 28.953,30

Total Utilidades Fraccionadas = Bs. 28.953,30

5) Vacaciones Fraccionadas:


El artículo 219 de la Ley Orgánica del Trabajo establece, que cuando el trabajador tenga un (1) año de trabajo ininterrumpido para un empleador, disfrutará de un período de vacaciones remuneradas de quince (15) días hábiles. Los años sucesivos tendrá derecho además a un día adicional remunerado por cada año de servicio, hasta un máximo de quince (15) días hábiles. A los efectos de la concesión del día adicional de vacación previsto en éste artículo el tiempo de servicio se empezará a contar a partir de la fecha de entrada en vigencia de esta Ley.

Por su parte el artículo 223 eiusdem, dispone que en la oportunidad de las vacaciones del trabajador, éste tendrá derecho a percibir una bonificación especial equivalente a un mínimo de siete (7) días de salario más un (1) día adicional por cada año a partir de la vigencia de la Ley hasta un total de veintiún (21) días de salario, ello, cuando el trabajador no hubiere adquirido el derecho a recibir una bonificación mayor a la de siete (7) salarios. Caso contrario, recibirá la cantidad a que se haya hecho acreedor, sin perjuicio del día adicional de un día de salario por año de servicio.


Cuando la relación de trabajo termine antes de cumplirse el año de servicio, sea en el primer año o en los siguientes, el trabajador tendrá derecho a que se le pague el equivalente a la remuneración de sus vacaciones y bono vacacional en proporción a los meses completos de servicio durante ese año, en conformidad con el artículo 225 de la misma Ley.
-2 de marzo de 2002 al 15 de julio de 2002-

Último Salario básico = Bs. 5.324,00 + Bs. 466,66 (Alícuota de Bono Compensatorio Contractual) = Bs. 5.790,66

Vacaciones Fraccionadas 6,33 días x Bs. 5.790,66 = Bs. 36.654,87

Total Vacaciones = Bs. 36.654,87

6) Bono Vacacional:

-2 de marzo de 2002 al 15 de julio de 2002

Último Salario básico = Bs. 5.324,00 + Bs. 466,6666 (Alícuota de Bono Compensatorio Contractual) = Bs. 5.790,66

Bono Vacacional Fraccionado 3,66 días x Bs. 5.790,66,= Bs. 21.193,81

Total Bono Vacacional = Bs. 21.193,81

7) Diferencia de sueldo:  Decreto Presidencial N° 1.752, Publicado en Gaceta Oficial N° 5.585 Extraordinario, vigente desde el 1° de mayo de 2002,  por Bs. 39.300,00, que se acuerda cancelar a la actora. 


De tal manera, adeuda preliminarmente la demandada a la accionante por los conceptos supra identificados la cantidad de Bs. 2.548.401,02.


No obstante, a la cantidad sub iudice deben debitarse los anticipos recibidos por la parte actora inherentes a compromisos y obligaciones propios de la relación de trabajo, los cuales ascienden a la cantidad de  Bs. 1.983.764,80.


En tal sentido, el monto final que adeuda la parte demandada se corresponde con:


Bs. 2.548.401,02 – Bs. 1.983.764,80 = Bs. 564.636,22


En consecuencia se declara parcialmente con lugar la demanda intentada por la ciudadana Isabel Bravo de Bracho contra el fondo de comercio Unidad Educativa La Llovizna, y se ordena pagar la cantidad de QUINIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS TREINTA Y SEIS BOLÍVARES CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (Bs. 564.636,22) por los siguientes conceptos: diferencias en el pago de la prestación de antigüedad, indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de preaviso, utilidades fraccionadas, vacaciones y bono vacacional fraccionados, diferencia de salarios, más los intereses de mora, intereses sobre las prestaciones sociales y la corrección monetaria que resulten de la experticia complementaria del fallo.


Con relación a los intereses sobre la prestación de antigüedad previstos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, se condena a la parte demandada a su pago a la parte actora, cuyo monto se determinará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando, que: 1°) Será realizada por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; 2°) El perito considerará las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela para cada período, tomando en cuenta la fecha en la cual será pagado este concepto; 3°) El perito hará sus cálculos tomando en consideración las pautas legales para cada período capitalizando los intereses.


De conformidad con lo previsto en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la jurisprudencia de esta Sala, se ordena el pago de los intereses de mora sobre la cantidad condenada, causados desde el 15 de julio de 2002, fecha en la cual terminó la relación de trabajo hasta la oportunidad en que sea publicada la presente decisión, advirtiendo que de no procederse al cumplimiento voluntario de lo condenado, el juez a quien le correspondiere la ejecución aplicara lo preceptuado en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Dichos intereses se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; considerando para ello la tasa de interés fijada por el Banco Central de Venezuela, de conformidad con lo previsto en el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo.


Asimismo, y como quiera que la presente causa deviene del régimen de transición procesal del trabajo, se ordena la corrección monetaria de la cantidad de bolívares QUINIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS TREINTA Y SEIS CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (Bs. 564.636,22), por concepto de diferencias en el pago de la prestación de antigüedad, indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de preaviso, utilidades fraccionadas, vacaciones y bono vacacional fraccionados y diferencia de salarios, desde la fecha de la admisión de la demanda hasta la fecha de ejecución del presente fallo, entendida esta última como la fecha del pago efectivo, para lo cual el Juez de la causa deberá solicitar al Banco Central de Venezuela el índice inflacionario acaecido en la ciudad de Caracas entre los lapsos antes referidos, excluyendo los períodos en los cuales la causa se encuentre suspendida por acuerdo de ambas partes.

D E C I S I Ó N


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte demandada, y en consecuencia se anula la sentencia proferida en fecha 10 de agosto de 2004, por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar; y, 2º PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por la ciudadana Isabel Bravo de Bracho contra el fondo de comercio Unidad Educativa “La Llovizna”. En consecuencia se ordena pagar la cantidad de bolívares QUINIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS TREINTA Y SEIS CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (Bs. 564.636,22), por concepto de diferencia en el pago de la prestación de antigüedad, 120 días por indemnización por despido injustificado, 60 días por indemnización sustitutiva de preaviso, utilidades fraccionadas, vacaciones y bono vacacional fraccionado y diferencias de sueldos no pagados, más los intereses sobre prestaciones sociales, intereses de mora y la corrección monetaria ordenados a estimar.


No hay condenatoria en costas dada la naturaleza del presente fallo.


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, para su ejecución. Remítase copia certificada de esta decisión al Juzgado Primero Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación  Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintidós  (22) días del mes abril de dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146° de la Federación.
El Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

El- 

Vicepresidente y Ponente,


         Magistrado,
_______________________________
             ________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
              JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado,
                                                                    Magistrada,

_______________________________       __________________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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